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DOS DEMOCRACIAS Y DOS DERECHOS 
PÚBLICOS 


Miguel AYUSO 

Universidad Pontificia Comillas de Madrid (España) 


1 . INCIPIT 

La democracia se presenta con contornos laberínticos. En los años 
sesenta del siglo pasado se registraba cómo en una tesis doctoral defen¬ 
dida en Oslo se habían colacionado más de trescientas definiciones de 
democracia. Otro autor, mucho más juicioso, comentaba que, aun reco¬ 
nociendo la paciencia del erudito noruego, no creía que tan minuciosa 
recopilación agotara el tema, ni ofreciera siquiera algún aspecto cons¬ 
tructivo. Pues además de contribuir a aumentar la confusión reinante en 
la materia, no había de impedir que se continuaran forjando nuevas y 
variadas acepciones del vocablo, según el capricho de los autores 1 . 

El acopio de información, a estos efectos, no es señal necesaria de 
acierto en el juicio, si el equívoco de la expresión no viene acompañado 
del esclarecimiento de su sentido. Para salir del laberinto, pues, hace falta 
un hilo de Ariadna. 


1 Contaba el hecho Rafael CALVO Serer, en un artículo publicado en su diario Ma¬ 
drid el 23 de mayo de 1964. Las apostillas venían de E. VEGAS Latapie, Consideraciones 
sobre la democracia , Madrid, Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 1965, p. 22. Si 
el primero se muestra —como de costumbre— poco serio, el segundo hace honor —como 
siempre— al rigor y a la agudeza. 
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2. LAS DOS DEMOCRACIAS 

Un escritor francés lo hallaba en los años cincuenta del siglo pasado 
en la distinción entre «dos democracias». Cuando la formuló se corría el 
riesgo de pensar que se trataba de la que oponía la democracia «liberal» 
y «popular» entre sí. Ahora, tras un período de tiempo en que la disyun¬ 
ción dejó de tener vigencia, parece que pugna por volver a la superficie 2 . 
Pero no se trataba de esto: a la primera la llamaba clásica, mientras que a 
la segunda la apodaba moderna 3 . 

La democracia clásica ha existido en casi todo tiempo y no es sino 
un modo de designación de los gobernantes. En efecto, la intervención 
de los gobernados en la designación de sus gobernantes puede hallarse 
—con mayor o menor extensión e intensidad, según los tiempos y luga¬ 
res— en todas las épocas de la historia. La democracia moderna, por su 
parte, aunque parece funcionar como la clásica y se asemeja exteriormen- 
te a la misma 4 , en realidad es otra cosa: 

Primero porque se reputa la única forma justa de gobierno, de mane¬ 
ra que las demás quedan rebajadas a la condición de formas inmorales 5 . Lo 
que resulta paladinamente ajeno a la concepción clásica, para la que la de¬ 
mocracia no es sino un simple régimen entre otros, que se puede preferir o 
rechazar por razones técnicas, de oportunidad o de conveniencia política 6 . 


2 Cfr. M. Ayuso (ed.), Pueblo y populismo. Los desafíos políticos contemporáneos , 
Madrid, Itinerarios, 2017. 

3 J. Madiran, On ne se moquepas de Dieu, París, Nouvelles Editions Latines, 1957, 
pp. 61 y ss. Veinte años después, si bien confirmará la mayoría de sus observaciones, no 
dejará de revisar algunas de ellas: Les deux démocraties, París, Nouvelles Editions Latines, 
1977. En las líneas siguientes glosamos y anotamos sus razonamientos. 

4 Madiran afirma demasiado resueltamente a nuestro juicio que la democracia mo¬ 
derna funciona como la clásica. ¿No será más bien, como hemos escrito, que parece fun¬ 
cionar como la clásica? Como vamos a ver la divergencia entre ambas no sólo es teorética 
sino también sociológica y funcional. 

5 El magisterio social católico no ha dejado de protestar por el abuso. Cfr. San PÍO X, 
Notre charge apostolique (1910), § 23: «¡De esta manera, la democracia es la única que 
inaugurará el reino de la perfecta justicia! ¿No es esto una injuria hecha a las restantes 
formas de gobierno, que quedan rebajadas de esta suerte al rango de gobiernos impotentes 
y peores?». 

6 San Agustín, De libero arbitrio , I, 6; Santo Tomás de Aquino, Suma theologiae , 
I-II, 97, 1. Escuchemos al primero en la cita del último: «Cuando un pueblo es correcto, 
y ponderado y celosísimo guardián del bien común, es justo que se le reconozca por ley la 
facultad de nombrar él mismo a los magistrados que lo han de gobernar. Mas si este mismo 
pueblo, corrompiéndose poco a poco, cae en la venalidad del sufragio y entrega el mando 
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Que puede combinarse, además, con otros elementos como el aristocrático 
o monárquico en una suerte de forma mixta 7 . 

Se entiende, en segundo lugar, que la designación de los gobernantes 
por los gobernados es el único fundamento de la legitimidad. Punto que 
es precisamente el que da razón del precedente. Y que ya se encuentra en 
la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano, de la Revolución 
francesa, acta de nacimiento de la democracia moderna, cuando afirma 
que el «principio de toda soberanía reside esencialmente en la nación» y 
que la «ley es expresión de la voluntad general» 8 . De donde surge que no 
se puede ejercer legítimamente autoridad alguna si no dimana expresa¬ 
mente de la nación, así como que toda soberanía y toda ley que carezcan 
de tal fundamento e invoquen otro son necesariamente tiránicas. Lo que 
choca, de nuevo, con la concepción clásica (pues funde y confunde desig¬ 
nación de los gobernantes con la legitimidad 9 ) y además con el magisterio 
pontificio 10 . 

Final y consiguientemente, en tercer término, el poder democrático 
se hace ilimitado y se convierte en derecho (en derecho democrático y, 
por 10" mismo, el único derecho). Es lógico: cuando la legitimidad del 
poder reside entera y solamente en la designación de quien está llamado 
a ejercerla, viene a carecer de límites en derecho y tan sólo, de hecho, es 
contenido por los hábitos, las tradiciones, las realidades, las ideas contra¬ 
rias, que son extrañas al derecho democrático moderno y que éste tiende 
a suprimir por una continua democratización de la sociedad. La sociedad 


a los infames y malvados, con razón se les priva del poder de nombrar cargos y retoma este 
poder al arbitrio de una minoría de hombres honestos». 

7 Cfr. M. DEMONGEOT, Le meilleur régime politique selon Saint Thomas , París, André 
Blot, 1928. 

8 Déclaration de droits de l’homme et du citoyen (1789): «Le principe de toute souverai- 
neté réside essentiellement dans la Nation. Nul corps, nul individu ne peut exercer d’autorité 
qui nen émane expressément» (art. 3) y «La loi est l’expression de la volonté générale. Tous 
les citoyens ont droit de concourir personnellement ou par leurs représentants á sa formation» 
(art. 6). 

9 D. CASTELLANO, La veritá della política , Napoli, Edizioni Scientifiche Italiane, 
2002, cap. 1 , o también La naturaleza de la política , Barcelona, Scire, 2006, cap. 1 . 

10 San Pío X, Notre cbarge apostolique (1910), § 31: «Nos no tenemos que demos¬ 
trar que el advenimiento de la democracia universal no significa nada para la acción de la 
Iglesia en el mundo. Hemos recordado ya que la Iglesia ha dejado siempre a las naciones 
la preocupación de darse el gobierno que juzguen ventajoso para sus intereses. Lo que 
Nos queremos afirmar una vez más, siguiendo a nuestro predecesor, es que hay un error 
y un peligro en enfeudar, por principio, el catolicismo a una forma de gobierno —error y 
peligro que son tanto más grandes cuando se identifica la religión con un género de demo 
cracia cuyas doctrinas son erróneas». 
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es por naturaleza familiar y jerárquica. En la democracia moderna, el de¬ 
recho (nuevo) entra en conflicto con la naturaleza, la democratización 
ilimitada es el progreso indefinido del derecho a través de una evolución 
que degrada, desacredita y finalmente destruye las sociedades naturales. 
Porque hay en la sociedad autoridades que son naturales, fundadas sobre 
el profundo orden de las cosas y que, por lo mismo, tienden a renacer sin 
cesar. La democracia, sin embargo, y por designio fundacional, se aplica a 
sustituirlas sin descanso. Es la hiedra que se sobrepone a la encina y que, 
a veces, parece ahogarla. Es el pluralismo que no termina de dar muerte 
a la pluralidad. El liberalismo que no consigue borrar la faz de la libertad. 
La ideología que no es capaz de suprimir totalmente la realidad n . 

Que la legitimidad y la ley provengan de la designación y el consenti¬ 
miento constituye una gran novedad, que ha originado una nueva moral 
y un nuevo derecho ( rectius : pseudo moral y pseudo derecho). De manera 
que si no ha inventado la democracia la ha revestido de otro contenido. 


11 J. MADIRAN, «Le redressement politique de l’Occident», ltinéraires (París), 
núm. 267 (1982), pp. 13-14. La expresión «derecho nuevo» fue utilizada por el magisterio 
pontificio para designar los principios del derecho público del liberalismo, opuesto al de¬ 
recho público cristiano. Véase, por ejemplo, León XIII, Inmortale Dei (1885), § 10: «Sin 
embargo, el pernicioso y deplorable afán de novedades promovido en el siglo XVI, después 
de turbar primeramente a la religión cristiana, vino a trastornar como consecuencia obliga¬ 
da la filosofía, y de ésta pasó a alterar todos los órdenes de la sociedad civil. A esta fuente 
hay que remontar el origen de los principios modernos de una libertad desenfrenada, 
inventados en la gran revolución del siglo pasado y propuestos como base y fundamento 
de un derecho nuevo, desconocido hasta entonces y contrario en muchas de sus tesis no 
solamente al derecho cristiano, sino incluso también al derecho natural. El principio su¬ 
premo de este derecho nuevo es el siguiente: todos los hombres, de la misma manera que 
son semejantes en su naturaleza específica, son iguales también en la vida práctica. Cada 
hombre es de tal manera dueño de sí mismo, que por ningún concepto está sometido a la 
autoridad de otro. Puede pensar libremente lo que quiera y obrar lo que se le antoje en 
cualquier materia. Nadie tiene derecho a mandar sobre los demás. En una sociedad funda¬ 
da sobre estos principios, la autoridad no es otra cosa que la voluntad del pueblo, el cual, 
como único dueño de sí mismo, es también el único que puede mandarse a sí mismo. Es el 
pueblo el que elige las personas a las que se ha de someter. Pero lo hace de tal manera que 
traspasa a éstas no tanto el derecho de mandar cuanto una delegación para mandar, y aun 
ésta sólo para ser ejercida en su nombre». Pero también la literatura jurídica tomó esa opo¬ 
sición terminológica, por ejemplo, ya desde el título, E. Gil. Y Robles, Tratado de derecho 
político según los principios de la filosofía y el derecho cristianos , Salamanca, Salmanticense, 
1899-1902. Últimamente he hecho fortuna la expresión «nuevo derecho», para describir 
una radicalización del derecho nuevo. Véase su refutación en A. OrdóÑEZ, El nuevo de¬ 
recho, el nuevo orden mundial y la revolución cultural , Santafé de Bogotá, Doctrina y Ley, 
2007. Es claro, como quiera que sea, que sólo a través de su desnaturalización pueden el 
derecho y la ley adquirir los significados vistos. Cfr. M. Ayuso, De la ley a la ley. Cinco 
lecciones sobre legalidad y legitimidad , Madrid, Marcial Pons, 2001. 
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La ley dejará de ser expresión de un orden superior al hombre que el 
legislador debe leer, para convertirse en la expresión de la voluntad ge¬ 
neral, es decir, de la voluntad de los hombres. Y cuando los hombres 
deciden darse la ley declinan en plural el pecado original. La democracia 
moderna, de resultas, es la democracia clásica en pecado mortal 12 . 

De lo dicho se desprende que la democracia clásica es (cuando lo es) 
natural, mientras que la moderna es (teoréticamente) totalitaria 13 . Porque 
la democracia natural es política, buena o mala políticamente, y respetuo¬ 
sa del derecho; mientras que la moderna es religiosa y se arroga el poder 
de crear el derecho 14 . 

Es la distancia que media entre la democracia como forma de gobier¬ 
no y la democracia como fundamento del gobierno 15 , insalvable por más 
que no lo adviertan quienes subrayan la continuidad entre la democracia 
antigua (clásica) y la moderna, que no comprenden cómo entre ambas 
sólo permanece el lenguaje como vínculo fantasmal l6 . 

En el debate político y filosófico contemporáneo la democracia evo¬ 
ca más la segunda que la primera de las cuestiones. Que vamos a tratar 


12 J. Madiran, Les deux démocraties, cit., pp. 17-18. 

13 Sobre el «totalitarismo democrático» véase M. A YUSO, La cabeza de la Gorgona. 
De la hybris del poder al totalitarismo moderno , Buenos Aires, Nueva Hispanidad, 2001, 
cap. III, que revisa algunos textos anteriores del autor de principios de los años ochen¬ 
ta del siglo pasado. De democracia totalitaria, desde otros ángulos, habían hablado J. L. 
Talmon, The origins of totalitarian democracy , London, Secker and Warburg, 1952, y más 
larde M. SCHOOYANS, La dérive totalitaire du libéralisme, Paris, Éd. Universitaires, 1991. 
Aunque, luego lo veremos, democracia y liberalismo no son convertibles siempre como 
sinónimos. 

14 Ese carácter «religioso» de la democracia lo denunció Ch. MAURRAS, La démocratie 
religieuse , Paris, Nouvelle Librairie Nationale, 1921. Pero no ha dejado de reconocerlo 
a su manera uno de los teóricos del constitucionalismo democrático: «La démocratie est 
aujourd'hui une philosophie, une maniere de vivre, une réligion et, presque accesoirement, 
une forme de gouvernement» (G. BURDEAU, La démocratie. Essai synthétique, Bruxelles, 
()ffice de Publicité, 1956, p. 5). Entre nosotros ha podido decirse: «La democracia liberal 
está consumando la ruina de nuestra civilización y, por contagio, de toda otra civilización» 
( R. Gambra, El Exilio y el Reino. La comunidad de los hombres y sus enemigos , Barcelona, 
Scire, 2010, p. 65). 

15 D. Castellano, Constitución y constitucionalismo , Madrid, Marcial Pons, 2013, 
cap. III; M. AYUSO, «Las aportas de la democracia como forma de Estado», en M. Ayuso 
( ed.), Dalla geometría legale-statualistica alia riscoperta del diritto e della política. Studi in 
onore di Francesco Gentile, Madrid, Marcial Pons, 2006, pp. 130 y ss., esp. pp. 130-142. 

16 Puede verse, como ejemplo de tal tendencia, el libro del ilustre helenista español 
E RODRÍGUEZ ADRADOS, Historia de la democracia , Madrid, Alianza, 1997. Para una ob¬ 
servación crítica, J. A. Widow, «La revolución en el lenguaje político», Verbo (Madrid), 
núm. 177 (1979), p. 774. 
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separadamente en lo que sigue. Primero a través de algunas preguntas 
que nos ayuden a problematizar y tematizar adecuadamente la cuestión 
en su historia. Y más adelante por medio de algunas reflexiones que nos 
permitan centrarla en nuestros días tanto en lo que toca a la sociología 
como a la filosofía. 

3. LA DEMOCRACIA EN SU HISTORIA: ¿HA EXISTIDO 
LA DEMOCRACIA? 

En efecto, si se examina la aproximación clásica (esto es, premoder¬ 
na) a la democracia, se descubre que concierne en primer lugar y sobre 
todo a una variante en la organización de los poderes, dejando a salvo 
las finalidades de la vida política. La democracia implicaría en primer 
término la participación del pueblo en el gobierno, en un gobierno que, 
sin embargo, no tiene su origen en el mismo pueblo, sino en la naturaleza 
humana y en la necesidad del mando político como instrumento de la 
disciplina social y, en definitiva, participación del orden 17 . 

Sin embargo, ya desde el inicio, el recelo con que algunos de los ma¬ 
yores filósofos clásicos de la política contemplan la democracia, parece 
abrir un camino que sólo más adelante (y ya en otro contexto de civili¬ 
zación o —mejor— de «disociedad» 18 ) podrá verse dónde concluye. El 
caso de PLATÓN es, a este respecto, significativo. Pero, bien mirado, no 
lo es menos el de ARISTÓTELES o el de SANTO Tomás. Recuérdese a este 
respecto cómo, si HERODOTO clasificaba las formas de gobierno a partir 
de un dato organizatorio (el número de los que mandan), después de 
JENOFONTE 19 se va a cruzar con otra variante funcional (pero en el fondo 
sustancial), cual es —según los casos— el ejercicio del gobierno según 
las leyes de la Ciudad o en miras del bien común 20 . Pues bien, PLATÓN, 
que admitía la distinción entre monarquía y tiranía y entre aristocracia y 
oligarquía, sólo concebía una democracia, necesariamente situada entre 
las formas corrompidas 21 . Será Aristóteles, como es sabido, aunque sus 
clasificaciones sean varias y no coincidentes (pues no le importa tanto 


17 M. GENTILE, II filosofo di fronte alio Stato moderno , N apoli, 1964; G. AmBROSETTI, 
Lessenza dello Stato, Brescia, 1973. 

18 M. DE Corte, De la dissocieté , París, R. Perrin, 2002. El texto trae su origen de una 
conferencia pronunciada por su autor en Roma el año 1974, luego publicada en francés, 
italiano y español casi simultáneamente. 

19 Jenofonte, Memorabilia , IV, 6. 

20 Ph. BÉNÉTON, Les régimes poli tiques, París, PUF, 1996, pp. 12 y ss. 

21 PLATÓN, El Político , 292; y también La República , VIII. 
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el «sistema» como responder a los problemas que pone la experiencia), 
quien introducirá la modalidad del gobierno popular bueno, aunque siga 
reservando el término democracia para el impuro 22 . Finalmente, SAN¬ 
IO TOMÁS, integrando la explicación aristotélica, conduce en realidad 
el buen régimen popular ( politeia ) hacia el «régimen mixto» 23 . Con lo 
que escapa de la sola democracia para integrar el elemento popular en 
un régimen más complejo, caracterizado por la unidad de mando (que 
asegura la persona del rey) y por la selección de quienes le circundan 
(pues monarquía no es sinónima de mando de una sola persona), además 
de por la participación popular 24 . 

Nada de lo anterior guarda relación con la democracia moderna, que 
acabamos de ver viene caracterizada por considerar que la fuente del po¬ 
der es la voluntad de cada individuo, de ciertos grupos o del pueblo, y es 
concebida tantas veces en términos «religiosos». Por tanto, si una noción 
tan equívoca no concluye sino en el verbalismo, cabe afirmar que la de¬ 
mocracia no ha existido. 


4. LA DEMOCRACIA, HOY: ¿EXISTE LA DEMOCRACIA? 

De lo dicho se deduce también que hoy no existe la democracia que 
hemos llamado clásica. Afectar lo contrario es engañarse o, peor, mentir. 
Sólo existiría, pues, la moderna. Pero ésta tuvo sus padres fundadores, 
MONTESQUIEU y ROUSSEAU entre ellos. Que no se reconocerían en la de¬ 
mocracia «real» de las modernas «partitocracias». Estas, si nos atenemos 
a sus textos, serían rechazadas como oligarquías que dirimen cuál de en¬ 
tre ellas obtendrá el poder y el gobierno por medio de un sufragio movi¬ 
do por la propaganda a coste de grandes sumas de dinero 25 . 

En efecto, para el ginebrino, el problema fundamental que soluciona 
el contrato social consiste en hallar una forma de asociación por la cual 
«cada uno, uniéndose a todos, no obedezca sino a sí mismo y quede, 
por tanto, en la misma libertad que antes». Sus cláusulas, cuando están 
bien comprendidas, se reducen a una sola: «La alienación o enajenación 


22 Aristóteles, Política, III, 5 y ss. 

23 Santo Tomás de Aquino, Summa theologiae , I II, 105, 1. 

24 La «realeza», distinta de la «soberanía», nos da la clave para la comprensión del 
problema: véase D. CASTELLANO, La naturaleza de la política , Scire, cit., pp. 19-48. 

25 Cfr. J. Vallet de GOYTISOLO, «¿Existen democracias hoy según los criterios clá¬ 
sicos?», Razón española (Madrid), núm. 25 (1987), pp. 151 y ss.; Id., «¿Democracias no 
partitocráticas?», Razón española (Madrid), núm. 54 (1992), pp. 27 y ss. 
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total de cada asociado, con todos sus derechos, a toda la comunidad». 
Porque, «dándose cada uno todo entero, la condición es igual para to¬ 
dos; ninguno tiene interés en hacérsela onerosa a los demás». Y «como 
cada uno se dé a todos, no se da a nadie; y no habiendo asociado que no 
adquiera sobre él el mismo derecho que ha cedido sobre sí, se gana el 
equivalente de todo lo que se ha perdido, y mayor fuerza para conservar 
lo que se tiene» 26 . 

Sobre lo anterior, y en una auténtica cuadratura del círculo, concluye 
en el poder soberano: «Estando el soberano compuesto por los particu¬ 
lares [...] no puede tener éste interés alguno contrario al de ellos, y por 
consiguiente el poder soberano no precisa de garantía con sus súbditos, 
porque es imposible que el cuerpo quiera perjudicar a ninguno en parti¬ 
cular». En cambio ese poder debe velar para que no resulte vano el pacto, 
para lo cual «cualquiera que rehusara obedecer a la voluntad general será 
obligado a ello por el cuerpo entero; lo que no significa otra cosa que se 
le obligará a ser libre» 27 . 

Fuera del primitivo contrato —que se presupone unánime— «la 
voz del mayor número obliga siempre a todas las demás» y «el ciuda¬ 
dano consiente todas las leyes, aun aquéllas que se aprobaron contra su 
voluntad» 28 . Porque hay que distinguir entre la voluntad general y la vo¬ 
luntad de todos: «La voluntad general es siempre recta; pero de ello no 
se sigue, en cambio, que las deliberaciones del pueblo tengan siempre la 
misma rectitud [...]. Hay a menudo gran diferencia entre la voluntad de 
todos y la voluntad general; ésta no concierne sino al interés común; la 
otra al interés privado y no es sino la suma de la voluntades particulares; 
pero quitad a esas mismas voluntades los más y los menos que se destru¬ 
yen en sí y queda pro suma de las diferencias la voluntad general». Sólo 
cuando surgen pandillas o asociaciones parciales a expensas de la mayor, 
«la voluntad de cada una de estas asociaciones llega a ser general en rela¬ 
ción a sus miembros y particular con relación al Estado» 29 . 

Cuando una de estas asociaciones llega a adquirir predominio sobre 
las demás, entonces se disuelve la voluntad general y prevalece el dic¬ 
tamen particular; entonces la voluntad general deja de coincidir con la 
voluntad de todos; entonces el lazo social se rompe. De aquí no deriva, 
sin embargo, que la voluntad general sea anulada o corrompida: «No, 


26 J. J. Rousseau, Du contrat social , libro I, cap. VI. 

27 Ibid., libro I, cap. VII. 

28 Ibid., libro I, cap. II. 

Ibid., libro II, cap. III. 
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ésta es siempre constante, inalterable y pura; pero se halla subordinada a 
otras que se le imponen» 30 . 

He ahí la aporía rousseauniana, pero podría extenderse a MONTES- 
QUIEU, y que hace que se pueda hablar de «democracia imposible». 

De un lado, para MONTESQUIEU, una auténtica democracia no puede 
concebirse sin la conjunción de los siguientes requisitos: virtud, modera¬ 
ción en los espíritus, territorio pequeño, sin grandes fortunas, y ciudada¬ 
nos que no sacrifiquen el bien común a cualquier otra consideración 31 . 

Por su parte, escribe ROUSSEAU, «tomando esta palabra [democracia] 
en su más estricta significación, no ha existido jamás ni existirá nunca, 
pues va contra la orden natural de las cosas que el número mayor gobierne 
y el menor sea gobernado». Además no puede concebirse que el pueblo 
se halle constantemente reunido en asamblea, pork^que este gobierno, 
para su viabilidad, requiere «un Estado muy pequeño, en que el pueblo 
se reúna fácilmente y en que cada ciudadano bonozca del mismo modo a 
los demás»; «una gran sencillez de costumbres»; «mucha igualdad en las 
clases y en las fortunas, sin lo cual la igualdad no podría subsistir mucho 
tiempo en los derechos y en la autoridad»; y poco lujo o ninguno, «pues 
el lujo corrompe a la vez al rico y al pobre, a uno por la posesión, al otro 
por la codicia, y vende la patria a la molicie». «Si hubiera un pueblo de 
Dios se gobernaría por la democracia. Un gobierno tan perfecto no es 
propio de hombres» 32 . 

Pero también rechaza la denominada democracia representativa: 
«La soberanía no puede ser representada, por la misma razón de que 
no puede ser alienada; consiste esencialmente en la voluntad general, y 
la voluntad general no se representa para nada; es la misma o es otra; no 
tiene término medio. Los diputados del pueblo no son ni pueden ser sus 
representantes, no son sino sus comisarios; nada pueden concluir defini¬ 
tivamente. Toda ley que el pueblo en persona no ha ratificado es nula; no 
es una ley. El pueblo inglés piensa ser libre y se equivoca mucho; no lo 
es sino durante la elección de los miembros del parlamento: tan pronto 
son elegidos, es esclavo, no es nada. El uso que hace de su libertad en los 
breves momentos en que la tiene le hace muy merecedor de perderla. La 
idea de representación es moderna; nos viene del gobierno feudal, de ese 


30 Ibid. } libro IV, cap. I. 

31 Cfr. MONTESQUIEU, De l’Esprit des lois , IV, V, 2 y ss.; III, II, 7 y 8; VIII, XVI, 1 y 
2. Cfr. J. VALLET DE Goytisolo, Montesquieu: leyes, gobiernos , poderes, Madrid, 1986, 
pp. 295-319. 

32 J. J. Rousseau, cit., libro III, cap. IV. 
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inicuo y absurdo gobierno en el cual la especie humana fue degradada, y 
el nombre del hombre se deshonró» 33 . 

En efecto, el sistema adoptado por las democracias occidentales no 
es menos oligárquico que el plebiscitario o de partido único. MlCHELS, 
MOSCA o Pareto lo explicaron con claridad al hilo de desarrollar la «ley 
del hierro de las oligarquías» 34 . Hoy nadie lo discute, aunque se dice con 
frecuencia en voz baja. Más cerca de nuestros días se han comentado así, 
en términos casi brutales, las tendencias ocultas que alientan bajo los de¬ 
mocráticos: «Bajo un rousseaunismo de derecho que traduce los grandes 
vocablos de libertad, igualdad y fraternidad, se disimula en política un 
maquiavelismo de hecho que utiliza su influencia hipnótica en favor del 
poderío de los amantes del poder, individuos, grupos y naciones. ROUS¬ 
SEAU le da a MAQUIAVELO la buena conciencia y la buena fe de que se 
mofa el florentino [...]. El ángel rousseauniano se combina con la bestia 
maquiavélica. Eso produce una excelente mixtura explosiva. Desde hace 
dos siglos, todas las revoluciones la utilizan sin sentir vergüenza» 35 . 


5. LA DEMOCRACIA EN PROSPECTIVA: ¿PUEDE EXISTIR 
LA DEMOCRACIA? 

Hemos visto que la democracia ni ha existido, tal es la equivocidad 
de sus sentidos, ni —respecto de los más importantes de éstos— existe. 
Pero, ¿puede existir? Desde luego que no, si lo hacemos desde el ángulo 
de la democracia clásica. Ya que no se dan hoy los presupuestos doctrina¬ 
les y las condiciones sociales que hicieron posible tal forma de gobierno 
singularmente en la Grecia de los siglos V y IV antes de Cristo, y limi¬ 
tadamente en los siglos anteriores al asentamiento del «mundo moder¬ 
no», tomado éste en su sentido axiológico y no meramente cronológico. 
Queda, sin embargo, y pese a los textos recién transcritos de sus «padres 
fundadores», por indagar si ocurre lo mismo con la moderna. 

En tal sentido, encontramos una definición canónica, muchas veces 
repetida, de Abraham LINCOLN, según la cual la democracia es el gobier- 


33 Ibid. } libro III, cap. XV. 

34 R. Michkls, Zur Soziologie des Parteiwesens in der modernen Demokratie. Unter- 
suchungen über die oligarchiscben Tendenzen des Gruppenlebens , Leipzig, W. Klinkhardt, 
1911. Véase, recientemente entre nosotros, D. NEGRO, La ley del hierro de la oligarquía , 
Madrid, Encuentro, 2015. 

35 M. DE CORTE, Idhomme contre lui-méme , París, Nouveiles Éditions Latines, 1962, 
p. 197. 
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no del pueblo, por el pueblo y para el pueblo 36 . Cuando se la examina 
atentamente, por contra, se evidencia una alta dosis —y perdón por el 
anglicismo— de wishful thinking. 

Desde luego que, en primer lugar, todos los gobiernos, y no sólo el 
democrático, son del pueblo. No existe gobierno, en sentido propio, de 
los árboles o —pese a los estudios de Maurice DE MAETERLINCK — de las 
termitas o las hormigas 37 . Así pues, la primera parte de la pomposa defi¬ 
nición, of the people , es perfectamente ociosa. 

Como infundado es, en segundo término, pretender que si el gobier¬ 
no es para el pueblo eso deriva de su carácter o condición democrática. 
Al contrario, ese juicio sólo puede resultar ex post fado. Lo contrario es 
una pura petición de principio. Democracia no es sinónimo de gobierno 
favorable al pueblo, sino que muchas veces es cabalmente lo contrario. 
Han existido democracias ruinosas y dictaduras «de progreso». Sobre 
todo, cuando no se consideran los acontecimientos en un segmento tem¬ 
poral sino en su continuidad. Las monarquías plantan árboles, mientras 
que las repúblicas (o sea, en este contexto, las democracias) los talan. Y 
cada vez más es así, instaladas las últimas en el corto plazo o, lo que es lo 
mismo, la demagogia. Por ello, no sólo no puede atribuirse a priori a la 
democracia el ser el gobierno for the people , sino que normalmente es al 
contrario. 

Finalmente, no ha habido, ni hay, ni puede haber un gobierno por 
el pueblo. De suyo, las democracias, como todas las formas de gobierno, 
son reconducibles finalmente a oligarquías, pues «la soberanía popular se 
ejerce optando entre oligarquías» 38 . No otra cosa es lo que decía ROUS¬ 
SEAU, según acabamos de ver y según tendremos tiempo todavía de in¬ 
sistir. No es propio de la multitud gobernar, sino ser gobernada. No hay 
gobierno hy the people : siempre son las minorías las que mandan. 

Entonces, sólo cabe considerar la democracia como una hipótesis o, 
mejor, como un mito. Un mito que se presenta ligado a la hipótesis del 
contrato social, que si nació independiente strido sensu de la democracia, 
debía conducir necesariamente a ella. 


36 Se trata de una expresión contenida en el famoso «Gettysburg Adress» (1863), 
que reproduce en lo sustancial otra precedente del reverendo Theodore Parker en 1858. 
Puede encontrarse en Abraham Lincoln: His Speeches and Writings, ed. de Roy Basler, 
New York, Da Capo Press, 1990, pp. 734 y ss. 

37 Cfr., por ejemplo, La vie des termites (1927) y La vie des fourmis (1930). 

38 G. Fernández de la Mora, La partitocracia , Madrid, 1976, p. 49. Cfr. Id., «Con¬ 
tradicciones de la partitocracia», Razón española (Madrid), núm. 49 (1991), pp. 153 y ss. 
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Se ha dicho que el origen del impulso histórico que acarreará en 1789 
la ruina del antiguo régimen y de la propia monarquía, previa su hipertro¬ 
fia en la Francia del siglo XVIII, ha de buscarse en la turbulenta Inglaterra 
del siglo XVII. Es allí donde y cuando el racionalismo —vigente desde 
el Renacimiento en la ciencia y en la filosofía— llega al orden político, 
y no sólo en la práctica (al modo iniciado por MAQUIAVELO), sino en su 
concepción teórica, a través de un análisis desacralizador del poder de 
inspiración empirista. 

Precisamente LOCKE (en la senda del precursor HOBBES) es el inicia¬ 
dor al mismo tiempo del empirismo filosófico y el liberalismo político. 
Si —en su epistemología— las «ideas compuestas» (teorías y creencias) 
se forman en la mente individual por asociación de «ideas simples» (sen¬ 
saciones primarias), aquéllas no pueden ser impuestas a nadie, ni menos 
aún constituidas en fundamento de un orden social o político: el indivi¬ 
duo, sujeto de la sensación primaria, es forjador de las ideas compuestas; 
la sociedad, en consecuencia, es contractual y el poder voluntario o con¬ 
sentido; ésta, finalmente, no puede fundarse sobre la religión, sino que ha 
de afirmarse el principio de tolerancia, aun relativa 39 . 

Ahora bien, ese esquema contractualista esconde diversos absurdos. 
Uno primero es la inexistencia del estado de naturaleza en el que los indi¬ 
viduos desligados ejercen su propio poder y para salir del cual, y llegar al 
estado civil, realizan el pacto. El estado de naturaleza ni ha existido (cosa 
que el propio ROUSSEAU reconocía 40 ) ni puede existir: nacemos de una 
pareja, vivimos en una sociedad que no sólo es indispensable para el indi¬ 
viduo sino que es la propia condición de su existencia. Pero un segundo 
absurdo aparece súbito: el contenido del pacto social no sólo se extiende 
sobre los que teniendo capacidad han consentido efectivamente, esto es, 
conforme al esquema del contrato típico del derecho privado, sino que 
puede observarse cómo las decisiones tomadas por otros (incluso antes 
de que yo naciera) caen sobre mí, que —en definitiva— el Estado impo¬ 
ne sus reglas frente a todos. Hegel tendría, pues, razón: el contrato no 


39 R. Gambra, «Estudio preliminar» a La polémica Filmer-Locke sobre la obediencia 
política, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1966, donde se reproducen en edición 
bilingüe inglés-castellano los textos Patriarch (1680) y Firts Treatise on Civil Government 
(1690). Sobre la obra de Rafael GAMBRA, una de las grandes figuras del tradicionalismo es¬ 
pañol del siglo XX, puede verse mi libro Koinós. El pensamiento político de Rafael Gambra , 
Madrid, Speiro, 1998. 

40 Cfr. J. J. ROUSSEAU, Discours sur lorigine et le fondements de l’inegalité parmi les 
hommes (1755), donde desde la misma dedicatoria se evidencia que se trata de hipótesis 
que no ha acaecido. 
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acierta a explicar el tránsito de lo «privado» a lo «público» 41 . Y eso que 
lo «público» no es siquiera lo «político», sino la dimensión privada de la 
persona civitatis. El contractualismo, por tanto, no puede dar respuesta a 
la legitimidad del poder, pues no basta el concepto moderno del consen¬ 
so como adhesión sin pruebas a una opción cualquiera 42 . 

Para el pensamiento tradicional, la sociedad de los hombres es, ante 
todo, en su raíz, una «comunidad» —en el lenguaje de TÓNNIES 43 — que 
reconoce orígenes religiosos y naturales, que posee lazos internos emo¬ 
cionales y de actitud. La percepción de la sociedad histórica o concreta 
se acompaña, así, de la creencia en que el grupo transmite un cierto valor 
sagrado y del sentimiento de fe y veneración hacia esos orígenes sagrados 
más o menos oscuramente vividos. Es, pues, una «sociedad de deberes» 
en la que la obligación política, arraigada en la vinculación familiar, ad¬ 
quiere un sentido radical, indiscutido, de modo que el carácter consecu¬ 
tivo que el deber tiene siempre respecto del derecho ha de hallarse en la 
incisión en ella de un orden sobrenatural que posee el primario derecho 
a ser respetado, esto es, la aceptación comunitaria de unos derechos de 
Dios que determina deberes radicales en el hombre y en la sociedad. 

Para el contractualismo, en cambio, la sociedad es más bien una co¬ 
existencia («sociedad» en sentido estricto, de nuevo según el lenguaje de 
TÓNNIES) que reconoce orígenes simplemente convencionales o pacta¬ 
dos, que posee sólo lazos voluntario-racionales. La sociedad histórica se 
percibe, entonces, como una convivencia jurídica, a lo más por el senti¬ 
miento de independencia o solidaridad entre sus miembros. Pura «socie¬ 
dad de derechos», que brota del contrato y de una finalidad consciente y 
en el que la obligación política sigue siempre a un derecho personal y se 
define por razón del respeto debido a ese previo derecho. 

En la disyunción anterior hallamos la aporía política fundamental, 
perpetuamente renovada a través de la historia del pensamiento: la difícil 
tensión que todo orden político supone entre razón y misterio, entre con- 
sensus y sobre-ti , tensión que sólo la práctica resuelve mediante una acep¬ 
tación histórica, consentida y entrañada tradicionalmente en los hombres 
y en las generaciones. Del mismo modo que la convivencia humana no es 


41 HEGEL, Grundlinien der Pbilosophie des Rechts (1821), par. 258 y ss. F. GENTILE, 
íntelligenza política e ragion di Stato y 2. a ed., Milano, Giuffré, 1984, dedica interesantes 
consideraciones críticas al contractualismo. 

42 D. CASTELLANO, Razionalismo e diritti umani. Dell’antifilosofia político-giuridica 
della modernitá , Torino, Giappichelli, 2003. 

43 Cfr. F. Tónnies, Gemeinschaft und Gessellscha/t , Leipzig, Fues, 1887. 




30 


MIGUEL AYUSO 


producto de la razón ni del pacto voluntario, pero no es tampoco ajena a 
la racionalidad humana en su realización y formas, así tampoco el poder 
es un artefacto del pensar y del querer humano, pero no se afianza ni 
perdura sin el consensus de la voluntad histórica 44 . 

También de ahí viene el origen del constitucionalismo 45 . Al desespe¬ 
rarse de la fundación del régimen político, las constituciones —encarna¬ 
ción del contrato social— tienen por objeto «despersonalizar» el mando, 
de donde resulta paradójicamente su «remoralización» (cierto que inmo¬ 
ralista). Al poner en primer plano el consentimiento arruina los vínculos 
interindividuales, y con ellos la permanencia y estabilidad de la vida en 
común 46 . Por donde retorna el estado de naturaleza en una demanda 
creciente de derechos. Y aparece un derecho tornado exclusivamente en 
legislación estatal y en esencia coactivo 47 . De la dialéctica entre ambos 
términos vive la modernidad, de su fase fuerte a la débil, sin terminar de 
recuperar la tradición del mando personal (gobierno) sobre el cuerpo 
político, antes bien apurando los elementos disolventes en aquélla implí¬ 
citos 48 . Pero no adelantemos la conclusión. 

En todo caso, por ese origen hipotético y —como se ha dicho— mí¬ 
tico, la democracia nunca termina de realizarse suficientemente. Siempre 
es necesario democratizar más. La democracia nunca se consolida ni re¬ 
sulta suficiente. Es el permanente discurso de la ortodoxia oficial. Quizá 
porque la naturaleza de las cosas, que no es una hipótesis, sino una reali¬ 
dad, tiende a rebrotar: la hiedra no acaba de asfixiar la encina que cubre. 
Es la ideología frente a la realidad. Chasser le naturel, il revient au galop! 
Por eso hay que profundizar incesantemente la democracia. Una demo¬ 
cracia que alcanza a la magistratura, a la educación, a la cultura, al sexo... 

6. ¿HAY UNA BUENA DEMOCRACIA? 

Aceptemos, aun a efectos dialécticos, su existencia pasada, presente 
o (eventualmente) futura. En todo caso nos hallamos delante de una rea¬ 
lidad con su «naturaleza» y sus reglas. 


44 R. Gambra, loe. cit., al que sigo en los párrafos anteriores. 

45 M. AYUSO, El agora y la pirámide , Madrid, Criterio Libros, 2000, cap. 2. 

40 D. Negro, Gobierno o Estado , Madrid, Marcial Pons, 2002, pp. 20 y ss., 42 y ss. 

47 E G entile, Ordinamento giuridico. Tra virtualitá e realtá , Padova, Cedam, 2001. 

48 M. AYUSO, ¿Después del Leviathan? Sobre el Estado y su signo , Madrid, Speiro, 
1996; ¿Ocaso o eclipse del Estado? Las transformaciones del derecho público en la era de la 
globalización , Madrid, Marcial Pons, 2003; El Estado en su laberinto . Las transformaciones 
de la política contemporánea , Barcelona, Scire, 2011. 
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No hay, pues, buena democracia, sino simplemente democracia. Pie- 
rre GAXOTTE lo escribió de modo tajante: «No hay una buena República 
[...]. La República no es una forma de gobierno, es una ideología que se 
desarrolla, un río que se desliza, una corriente que sigue una pendiente 
acelerada. No es posible remontar la corriente republicana: o se la quie¬ 
bra, o hay que resignarse a sufrirla» 49 . ¿Demasiado maurrasiano? Quizá, 
pero amicus Plato... 

Otras veces se habla, con buena intención, de «sana democracia». 
Pero, en verdad, sólo existe la «democracia real», democracia real que 
en el pasado fue bien limitada, mientras que en el presente (de la mo¬ 
dernidad a la postmodernidad) está preñada de errores y horrores. El 
discurso pontificio sobre la «sana democracia», en puridad sólo ma¬ 
quilla la oposición frontal a la «democracia real», que es la moderna, 
pretendido fundamento y no simple forma —según hemos visto— del 
gobierno. La Iglesia, en cuanto sean legítimas, lo que quiere decir acor¬ 
des con los principios naturales y cristianos, admite cualquier forma de 
gobierno y no muestra una preferencia (absoluta) por ninguna. Mien¬ 
tras que, al contrario, cuando no se da ese ajuste, rechaza igualmente 
todas. 

PÍO X, por ejemplo, en Notre charge apostolique (1910), a la vez que 
reconoció la validez de las diversas formas de gobierno, rechazó como 
hemos visto que la democracia deba ser tenida en mayor consideración 
como mejor y condenó la pretensión de ligar la Iglesia a una concepción 
política determinada (la democracia moderna), máxime cuando se trata 
de una cuyos fundamentos doctrinales son erróneos. PÍO XII, por su 
parte, en Benignitas et humanitas (1944), aunque habló de una «verda¬ 
dera y sana democracia», con claridad afirmó que debía fundarse «sobre 
los inmutables principios de la ley natural y de las verdades reveladas». 
Pero, al sostener, además, que era compatible con diversas formas de 
gobierno, dejaba entender que en realidad la refería a la participación 
en la vida política, exigida (aun en distintos modos) por toda forma le¬ 
gítima. Es lo que volvemos a encontrar en Juan XXIII, quien en Pacem 
in tenis (1963), aunque habla de un derecho a elegir los gobernantes, no 
lo vincula con la forma democrática, sino que lo afirma compatible con 
cualquier régimen auténticamente democrático, esto es, representativo, 
mientras rechaza que la fuente del poder pueda radicar en la voluntad 


49 P. Gaxotte, «La buena república», Acción española (Madrid), núm. 34 (1933). 
No escapará probablemente al lector que, hoy, se puede cambiar sin dificultad la palabra 
república por la de democracia, sin que escape el sentido de la afirmación. 
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de cada individuo o de ciertos grupos. Cautela que reaparece en Octogé¬ 
sima adveniens (1971), de PABLO VI, que cuando habla de democracia 
se refiere de nuevo a la participación de los ciudadanos y no a que éstos 
sean la fuente del poder. Juan Pablo II tampoco se ha alejado del es¬ 
quema anterior. Por ejemplo, en los parágrafos 46 y 47 de Centesimus 
annus (1991). Y lo mismo cabe decir, para concluir, de Benedicto XVI, 
que ni en los párrafos 26 y ss., centrados en la cuestión social y política, 
de su Deus caritas est (2005), ni en Spes salvi (2007), menciona la demo¬ 
cracia, sentando en cambio en la primera que «la justicia es el objeto 
y, por tanto, también la medida intrínseca de toda política», mientras 
que en la segunda afirma que «el tesoro moral de la humanidad no está 
disponible» 50 . 

Sin embargo, la insistencia en una «sana democracia» ajena a la única 
democracia real, en un contexto teñido por una singular defensa de los 
«derechos humanos», que también requeriría muchas precisiones, refor¬ 
zada por un magisterio episcopal aún más equívoco y mediatizado por 
la aceptación de los poderes que dominan el mundo moderno, concluye 
quizá por ser deseducadora y fuente de equívocos 51 . 

Ligada estrechamente a la precedente ha hecho aparición otra cues¬ 
tión. Que podría formularse así: ¿hay algo de bueno en la democracia? 
Porque rechazado el principio de la democracia moderna, quedaría en 
cambio indemne la participación política o incluso el consentimiento de 
los gobernados como principios (aunque no exclusivos) de legitimidad 
del poder político. 

De algún modo, parece como si los clásicos hubiesen adivinado una 
suerte de hybris en la democracia, incluso en aquella democracia, que 
aconsejara huir de ella, «dejarla para los enemigos» 52 según el consejo 
contenido en el diálogo atribuido a HERODOTO que está en el origen de 
toda la especulación luego depurada por JENOFONTE, PLATÓN, ARISTÓTE¬ 
LES y SANTO Tomás. Pues no sólo es que de por sí no ahuyente la tiranía, 
que puede convivir con la democracia, sino que incluso la induce. DONO¬ 
SO CORTÉS, siglos después, resumiendo la experiencia de la Revolución, 


50 Puede verse mi libro La constitución cristiana de los Estados , Barcelona, Scire, 2008. 

51 Cfr., a este propósito, los libros de J. Madiran, Les droits de l'homme sans Dieu , 
Maulé, DMM, 1988; E. Cantero, La concepción de los derechos humanos en Juan Pablo //, 
Madrid, Speiro, 1990, y los ya citados de M. Ayuso, La cabeza de la Gorgona. De la hybris 
del poder al totalitarismo moderno , y D. CASTELLANO, Razionalismo e diritti umani. Dellan- 
tifilosofia político-giuridica della modernitá. 

32 HERODOTO, Libros de la Historia, libro III, 8L 
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pero también remontándose a esa tendencia desordenada preexistente, 
lo explicó con contundencia: «El principio electivo es de suyo cosa tan 
corruptora, que todas las sociedades civiles, así antiguas como modernas, 
en que ha prevalecido, han muerto gangrenadas» 53 . 

No podemos abordar aquí un intento de explicación completo de 
esta frase, compleja, profunda y también misteriosa. Pero quizá sea útil 
recordar la correspondencia que existe entre las formas de gobierno y 
la legitimidad familiar 54 . Si la monarquía conviene a una sociedad en 
que la familia concentra de manera generalizada el espesor político y 
comunitario, y si la aristocracia dice relación con otra en que la familia 
sólo en una parte lo conserva (mientras que en otra por el contrario lo 
ha perdido), la democracia introduce el individualismo político. Un in¬ 
dividualismo que se querría basar (sin lograrlo) sobre el consentimiento 
y que, al resultar infundado, pues no puede ser de otra manera, viene a 
resultar impolítico. 

Y es que una cosa es que el poder político, para cumplir su fina¬ 
lidad natural, requiera de un cierto consentimiento de la comunidad 
sobre la que se ejerce, y otra bien distinta que en ese consenso se halle 
precisamente su fundamento. Lo primero es lo que subrayó el «pac- 
tismo» medieval (singularmente desarrollado por los juristas catalanes 
del siglo XV 55 ) y lo que, mal que bien, articuló la segunda escolástica 56 
(en particular los magni hispani ) y más tarde, en diferente versión, el 
neotomismo 57 . Lo segundo, en cambio, enlaza directamente con el 
contractualismo social moderno de progenie nominalista y protestan¬ 
te, en su versión liberal, que antes hemos examinado. Si el pactismo 
se desenvuelve dentro de la experiencia de la comunidad humana, el 
contractualismo —por el contrario— pertenece al dominio de la ideo¬ 
logía. 


53 J. DONOSO Cortés, Obras completas , ed. de Carlos Valverde, S. J., vol. II, Ma¬ 
drid, BSC, 1970, p. 484. 

54 Una interpretación profunda del régimen mixto en clave familiar podemos hallarla 
en Á. D’ORS, Forma de gobierno y legitimidad familiar , Madrid, 1960. 

55 Puede verse el texto de J. Vallet DE Goytisolo, «El pactismo de ayer y el de 
hoy», Anales de la Real Academia de jurisprudencia y Legislación (Madrid), núm. 6 (1978), 
pp. 173 y ss., y el volumen colectivo —promovido por el mismo VALLET — El pactismo en 
la historia de España , Madrid, Instituto de España, 1980. 

56 H. ROMMEN, Der Staat in der katholischen Gedankenwelt, Paderborn, Bonifacius- 
Druckerei Verlag, 1935. 

57 E. Gil y Robles, Tratado de derecho político según los principios de la filosofía y el 
derecho cristianos , Salamanca, Imprenta Salmantina, 1899; R. DE BALBÍN, La concreción del 
poder político , Pamplona, EUNSA, 1964. 
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7. DEMOCRACIA Y DISOCIEDAD 

Antes hemos hablado de disociedad. Podría decirse, de un lado, que 
es producida por la democracia. Aunque, igualmente, por otro, que ésta 
es su fruto. 

En lo que toca al primero de los ángulos es de recordar el vínculo 
del gobierno con el orden. El problema de la autoridad se conecta al de 
la verdad, esto es, nos recuerda la necesidad de afrontar el problema 
metafísico, pues sin verdad no puede haber comunidad o gobierno. De 
ahí que se haya podido decir que el Estado (rectius la comunidad políti¬ 
ca) no es el absoluto, sino una participación del absoluto, «el instrumen¬ 
to que se nos ha dado para que, en el orden querido por Dios, discipli¬ 
nándonos, logremos siempre ser mejores hombres» 58 . De ahí que, frente 
a la conocida afirmación de que «los pueblos tienen los gobernantes 
que se merecen» sea más exacto decir que «el pueblo es lo que quieren 
sus gobernantes» 59 . La primera de las tesis, que a fuerza de ser repeti¬ 
da ha llegado a alcanzar la categoría de verdad indiscutible de general 
aceptación, «constituye un aforismo altamente pernicioso por inclinar a 
quienes lo profesan a la aceptación indolente y resignada de todos los 
malos gobernantes. Para quienes piensan de este modo, es inútil inten¬ 
tar cualquier esfuerzo para que accedan al poder personas competentes 
y honestas, ya que hay que esperar a que los pueblos se los merezcan, 
es decir, que se mejoren por sí mismos, de un modo espontáneo, y tan 
sólo una vez operada esa benéfica transformación, habrá llegado el mo¬ 
mento de que el pueblo en cuestión tenga buenos gobernantes» 60 . La 
segunda, en cambio, refleja una verdad de experiencia, cuyas pruebas 
podrían espigarse en la historia, hasta el punto de poder decirse que 
«es hecho probado que los gobernantes pueden influir decisivamente 
sobre los pueblos, tanto para el bien, como para el mal, y que esta in¬ 
fluencia, benéfica o nefasta, está en relación con la extensión y dura- 


58 M. Gentile, ll filosofo di fronte alio Stato moderno , Napoli, Scalabrini, 1964, p. 17. 

59 La segunda la encontramos en el Eclesiástico (X, 2-3): «Según el juez del pueblo, 
así son sus ministros y según el regidor de la ciudad así sus moradores. El rey ignorante 
pierde a su pueblo, y la ciudad prospera por la sensatez de los príncipes». San Pío X, 
en alocución pronunciada el 18 de noviembre de 1907, conmemorando la conversión y 
bautismo de CLODOVEO, rey de los francos, conversión que fue seguida de la de todos sus 
súbditos, expuso, «que esto era una prueba más de que los pueblos son tales como los 
quiere su gobierno». 

60 Cfr. E. VEGAS Latapie, «Importancia de la política», Verbo (Madrid), núms. 53-54 
(1967), pp. 247 y ss., 252. 
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ción de sus poderes. Sublime misión la del gobernante y tremenda su 
responsabilidad» 61 . 

Así pues, podría concluirse sin dificultad, primeramente, que la di¬ 
sociedad que se ha instaurado en nuestro mundo es consecuencia del 
régimen político que lo rige, de la democracia moderna, de manera que 
ésta sería la causa de aquélla. 

Pero no es menos cierto que «toda sociedad, sana o enferma, unida 
o dislocada, secreta instituciones políticas conforme a su estado» 62 . La 
sociedad moderna de este modo, habría secretado la democracia mo¬ 
derna, que participa del carácter irreal de la «sociedad» moderna y no 
existe sino de palabra. El principio igualitario sobre el que se funda 
la democracia comienza así a desvanecerse desde el mismo instante en 
que ésta se pone en marcha. Antes y después, inmediatamente antes y 
después, de cumplir con el rito del sufragio universal e igual para todos, 
deja de haber democracia y, al igual que en la naturaleza, lo que se ex¬ 
pulsa por la puerta vuelve por la ventana. No hay igualdad entre quie¬ 
nes poseen los medios financieros y materiales de la propaganda y los 
ciudadanos que la sufren; no la hay entre el pueblo y sus representantes 
y ministros, entre la mayoría y la minoría. La democracia no es sino una 
«aristocracia» camuflada y desde que se organiza se muda en su contra¬ 
ria: «Bajo el pretendido reino del Número y de la Masa se disimula el 
poder de una oligarquía donde se combinan en dosis variables el poder 
del Dinero y el del Sofisma, que tienen por objeto dar a los ciudadanos 
mistificados gato por liebre» 63 . De otra parte, sigue nuestro autor, en 
una sociedad en la que el primado de la inteligencia especulativa deja 
de ejercerse en la forma sencilla del buen sentido popular y en la que 
el ascenso correlativo de la inteligencia práctica no irradia en la forma 
ordinaria de las buenas costumbres, no hay opinión pública. Y como es 
imposible vivir juntos sin un mínimo de coherencia entre los espíritus, 
la desaparición de esta manera de pensar más o menos razonable, más o 
menos recta, referida implícitamente a un sistema de verdades inmuta¬ 
bles, ha sido colmada con la aparición de otro tipo de opinión pública, 
artificial, que responde a los imperativos de la inteligencia «poética» 
constituyéndola en autoridad y que, al no encontrar sino una masa in- 


61 Ibid ., p. 254. Añade algunas ilustraciones históricas de interés, tales como la si¬ 
tuación de decadencia de Castilla durante el reinado de Enrique IV y el impulso que 
inmediatamente después tuvo con la Reina Católica. 

62 M. DE Corte, De la justice , Jarzé, DMM, 1973, p. 29. En las líneas siguientes se 
sigue su razonamiento. 

63 Ibid. 
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forme de juicios subjetivos sin objeto, le ofrece una forma y un objeto, 
fabricados industrialmente en las factorías del pensamiento y la acción 
que pululan bajo el nombre de «Información». De resultas, no sólo ha 
sido desposeído el país real, sino que el mismo país legal ha perdido 
su poder en beneficio de una intelligentsia a su vez ésta al servicio de 
los grupos de presión más diversos (partidos, sindicatos, organizaciones 
más o menos ocultas), «que disputan entre sí, se alian, se separan, se 
asocian en distintas combinaciones y actúan en la sombra para apode¬ 
rarse de las palancas de mando de un Estado que la sociedad de la que 
es la cima aboca a la oscilación perpetua hasta que un socio más fuerte 
elimina a todos los demás» 64 . 

Así pues, la democracia que campea en nuestros días, más allá de 
algunas tendencias profundas y constantes que tienden a unificar la di¬ 
námica de las formas de gobierno 65 , ha reforzado la oligarquización, 
que presenta además contornos criptocráticos 66 . Lo que se corresponde 
exactamente con la disociedad que tiene en la base, completando así 
el doble fenómeno que conduce —de un lado— a ver en la disociedad 
un producto de la democracia, mientras que —por otro— ésta refleja a 
aquélla. 


8. LAS METAMORFOSIS DE LA DEMOCRACIA MODERNA 

Uno de los signos que caracterizan nuestro tiempo es el de las trans¬ 
formaciones de la política, que demandan —sin duda— nuevos esfuer¬ 
zos de comprensión adaptados a las mismas 67 . Siempre se ha dicho que 
las situaciones de crisis vienen marcadas por la concurrencia de signos 
contradictorios. Y, así, en ésta que se ha llamado (con terminología pre¬ 
dominantemente cronológica) «postmodernidad» y (con otra más bien 


64 Ibid.y p. 30. 

65 G. Fernández de la Mora, «La oligarquía, forma trascendental de gobierno», 
Revista de Estudios Eolíticos (Madrid), núm. 205 (1976), pp. 5-40. 

66 Á. d’Ors, La violenáa y el orden , Madrid, Dyrsa, 1987, pp. 91 y 106. 

67 Puede verse mi libro, ya citado, El Estado en su laberinto , donde se examinan los 
problemas de la nación, la constitución, los valores, el gobierno y la democracia. O mi ar¬ 
tículo «Las metamorfosis de la política contemporánea», Verbo (Madrid), núms. 465-466 
(2008), pp. 513 y ss., donde —de modo parcialmente coincidente con el anterior— se pasa 
revista a los problemas de la nación, el gobierno, la democracia, la comunidad y la laici¬ 
dad. En ese mismo número de Verbo pueden encontrarse tratamientos monográficos de 
esas cuestiones por Javier Barraycoa, Dalmacio Negro, Juan Fernando Segovia, Danilo 
Castellano y Bernard Dümont, respectivamente. 
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metafórica) «fase débil» o incluso «líquida» de la modernidad 68 , no dejan 
de coexistir elementos que apuran la lógica de la modernidad («fuerte» 
o «sólida», por seguir las metáforas), con otros que saltando por encima 
de ella permitirían pensar en reatar viejas tradiciones perdidas o por lo 
menos olvidadas. No se trata, pues, tan sólo de confusión lingüística, que 
trasciende al terreno de las ideas, sino marasmo doctrinal que no puede 
sino reflejarse en la devaluación del lenguaje, reforzándose a su vez aquél 
de resultas de ésta. 

En efecto, cuando hablamos de postmoderno, se impone en primer 
término el elemento cronológico, según el cual la postmodemidad sigue a 
la modernidad, período que sigue a otro anterior o del que constituye una 
suerte de apéndice tardío: modernidad tardía o tardomodernidad. Pero, 
de inmediato, las connotaciones axiológicas lo recubren de distintos mo¬ 
dos además no unívocos. Así, podría pensarse en un signo posmoderno 
como supermodernidad o hipermodernidad, donde se trataría de una 
radicalización o exasperación de (por lo menos) algunos elementos del 
período precedente. Pero no menos de una decadencia o agotamiento de 
éstos. E incluso de una resistencia o reacción frente a ellos en una suerte 
de antimodernidad. 


9. DEL LIBERALISMO A LA DEMOCRACIA 

Las transformaciones de la democracia deben examinarse necesaria¬ 
mente en el mismo cuadro que nos viene acompañando desde el inicio. 
Si en la fase denominada «liberal» el protagonismo lo tuvieron los gentle- 
men , las grandes personalidades políticas, en un horizonte marcado por 
el sufragio censitario y la creación de una clase burguesa al servicio de 
la revolución liberal, la sucesiva fase democrática —con la introducción 
del sufragio universal— vino caracterizada sin demasiada tardanza por la 
emergencia de los partidos políticos, nuevas feudalidades que indujeron 
una creciente oligarquización en el período más cercano de nuestros días, 
caracterizado propiamente como «partitocrático». A la larga se abriría la 
posterior crisis de los partidos, de las instituciones representativas (los 
parlamentos) y, en definitiva, de la propia democracia, sustituida primero 
por la tecnocracia y finalmente por la democracia calificada de «delibe¬ 
rativa». 


68 Puede verse, respectivamente, G. VA'ITIMO y P. Aldo ROVATTI (eds.), Pensiero de- 
bole, Milano, Feltrinelli, 1983, y Z. BAUMAN, Liquid modernity , Cambridge, Polity, 2000. 
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Liberalismo y democracia no son sinónimos, aunque un mismo hilo 
los ata. El primero, para empezar, viene tocado de una significación plu¬ 
ral, pues presenta una dimensión ideológica fundante y se expresa des¬ 
pués de modo diferente en el ámbito político o económico 69 . Es cierto 
que, como antes el racionalismo y el enciclopedismo, desde el ángulo 
ideológico (más que filosófico) representa en alguna medida la continui¬ 
dad de algunos hábitos intelectuales de Occidente, pero no por eso deja 
de presentarse como fundamental su doble aspecto de culminación de un 
proceso y tránsito a una nueva época 70 . 

El liberalismo aparece, pues, como la afirmación de la libertad ne¬ 
gativa y la neutralidad del orden socio-político. En efecto, se pretende 
primeramente praxis, filosofía e incluso religión de la libertad. Pero de 
la libertad gnóstica o de la libertad negativa, esto es, la libertad ejercita¬ 
da con el solo criterio de la libertad, esto es, sin ningún criterio. Puede 
ejercitarse por el individuo o por el Estado, lo que si tiene trascendencia 
práctica carece en cambio de relevancia teorética, ya que lo que de he¬ 
cho se postula en ambos casos es que la libertad sea liberación: libera¬ 
ción de la condición finita, liberación de la propia naturaleza, liberación 
de la autoridad, liberación de las necesidades, etc. 71 . Una utopía, pues, 
sobre la que se han construido distintas doctrinas morales y teorías po¬ 
líticas que han producido —sin excepción— una heterogénesis de los 
fines, pues ninguna, de hecho, ha conseguido alcanzar la libertad liberal 
sin contradicciones ni aporías: LOCKE conduce al positivismo puro a 
través de la hermenéutica del derecho natural racionalista ofrecida —a 
su juicio— por el soberano; ROUSSEAU se apoya y concluye en el totali¬ 
tarismo; Kant hace de la autonomía de la voluntad el instrumento del 
republicanismo y, así, no se distancia del anterior; Hegel hizo del Esta¬ 
do el momento más alto de la subjetividad, por definición libre, en su au- 


69 J. VALLET DE Goytisolo, Más sobre temas de hoy, Madrid, Speiro, 1979, pp. 136 

y ss. 

70 Cfr. M. AYUSO (ed.), El pensamiento político de la Ilustración ante los problemas 
actuales , Santiago de Chile, Fundación de Ciencias Humanas, 2008, pp. 9-10, que corres¬ 
ponden a la introducción, y pp. 35-40, que corresponden al primer capítulo, ambos del 
editor. Dalmacio NEGRO, en textos siempre llenos de interés, identifica, en cambio, abu¬ 
sivamente, el liberalismo con una categoría política fundamental enraizada en la continui¬ 
dad de la herencia clásica y cristiana. Véase su La tradición liberal y el Estado, Madrid, Real 
Academia de Ciencias Morales y Políticas, 1995. Y, mi comentario, junto con otras tesis 
de G. Fernández de la Mora, en «Liberalismo y democracia», Aa. Vv., Razonalismo. 
Homenaje a Fernández de la Mora , Madrid, Fundación Balmes, 1995, pp. 244 y ss. 

D. CASTELLANO, «¿Qué es el liberalismo?», Verbo (Madrid), núms. 489-490 
(2010), p. 731. 
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todeterminación 72 . Finalmente no lo han logrado tampoco las «nuevas» 
doctrinas liberales de nuestro tiempo, «obligadas a invocar el nihilismo 
teorético (cuya afirmación constituye ya una contradicción) a fin de im¬ 
poner ordenamientos jurídicos “neutrales” frente a la realidad y al bien 
y para imponer también praxis vitales inspiradas en el relativismo» 73 . En 
cualquiera de sus versiones, en consecuencia, se desliga el liberalismo de 
una instancia que trascienda del hombre y la sociedad, convertida ésta 
en estructura meramente civil y laica, coexistencia de grupos o indivi¬ 
duos, frente a la comunidad de base religiosa 74 . 

Desde el ángulo genético, el liberalismo enlaza con el despotismo 
ilustrado. Se demuestra en la historia. Y el vínculo no resulta absurdo 
desde la filosofía. Es la revolución ideológica la que prima en un primer 
momento, llevada adelante además con la ayuda de las clases dirigen¬ 
tes, o al menos de una parte de ellas. Los parlamentos, salidos de un 
sufragio censuario que se asienta sobre el «inmenso latrocinio» de las 
desamortizaciones 75 , permiten el desarrollo de una «clase discutidora» 
donde todavía son las personalidades las que cuentan 76 . Los dos brazos 
del liberalismo, el progresista y el moderado, encuentran el fundamen- 
tum divisionis en los instintos, que aquél excita y éste reprime 77 . Aunque, 
en una paradoja, probablemente el segundo resulte a la larga más con¬ 
ducente que el primero para el triunfo del liberalismo, ya que no para su 
consolidación, imposible en un suelo donde la revolución nunca podía 


72 Ibid., p. 730. 

73 Ibid., p. 730. 

74 Cfr. R. Cambra, Eso que llaman Estado , Madrid, Montejurra, 1958, p. 217. 

75 La expresión, como es sabido, es de M. MenéNDEZ PELAYO, Historia de los hetero¬ 
doxos españoles , Madrid, Imprenta de F. Maroto e hijos, 1880-1882, vol. III, libro octavo, 
cap. II. 

76 En este caso el término procede de J. Donoso Cortés, «Despacho desde París 
de 24 de octubre de 1851», en Obras completas , ed. de Carlos Valverde, Madrid, BAC, 
1970, vol. II, p. 827. Débese a Cari SCHMITT su difusión. Véase C. SCHMITT, Interpretación 
europea de Donoso Cortés, Madrid, Rialp, 1963, pp. 81-82. Lo que no quita para que la in¬ 
terpretación general que da del extremeño sea falsa. Véase, por todos, E. VEGAS LATAPIE, 
«Autoridad y libertad según Donoso Cortés», Arbor (Madrid), núm. 85 (1953), pp. 53 y ss. 

77 Cfr. J. BALMES, Escritos políticos , t. III, Barcelona, 1926, p. 241: «Al partido de 
1833, partido de más templanza en sus pasiones que fijeza en sus miras, le bautizaron sus 
instintos y se llamó moderado; al partido que nace en 1844, partido cuya vida se recon¬ 
centra en la grande idea de gobierno, le bautiza su sistema y se llama conservador. El uno 
estaba destinado a moderar los ímpetus de una revolución osada en sus fines y violenta 
en sus medios, el otro está destinado a conservar los intereses creados de una revolución 
consumada y reconocida». Aunque en puridad el verdadero partido conservador será el de 
la llamada restauración canovista. 
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ser «orgánica» 78 . Volverá a repetirse el fenómeno treinta años después 
cuando los sucesores de los progresistas monopolizarán el nombre de li¬ 
beral, que en rigor no les pertenecerá más que a sus hermanos separados, 
mientras que éstos se pondrán al abrigo de la conservación... de la revo¬ 
lución liberal. Será entonces cuando el agotamiento de la clase política 
que la protagonizó, sumado a la crisis a que debía abocar el individua¬ 
lismo y la buscada debilitación cuando no supresión de las viejas insti¬ 
tuciones de protección popular, debía dar lugar a una «nueva política». 


10. DE LA DEMOCRACIA A LA PARTIT OCR ACIA 

Llegará la democracia, con el sufragio universal y una presencia cre¬ 
ciente del Estado en la vida social. Es verdad que el sufragio universal, 
aunque se fue abriendo paso para los varones desde la revolución fran¬ 
cesa de 1848 o la española de 1868, sólo en el siglo XX se extenderá ge¬ 
neralmente. Comoquiera que sea la ampliación de la base del sufragio 
introducirá otros fenómenos como el caciquismo o el fraude electoral 79 . 
Presentes en mayor o menor medida, según los lugares, en nuestros días. 
Donde la mutación principal vendría en ocasiones signada por el influjo 
de los medios de comunicación. La democracia producirá también una 
novedad en la acción y funcionamiento de los partidos, que incluso antes 
de constituir corporaciones de derecho público —para lo que habrá que 
esperar al fin de la segunda guerra mundial— adquirirán un papel pre¬ 
ponderante en la vida política hasta afirmar una partitocracia que otros 
han preferido llamar Estado de partidos 80 . 

Si democracia resulta así —se ha escrito— una oligarquía arbitrada 
periódicamente por un censo electoral de entidad variable, el pronóstico 
empeora en la partitocracia, que es aquélla de su especie en la que los 
aparatos de los partidos monopolizan la elaboración de las candidaturas 
y, por tanto, dictan la reducida lista de personas que pueden ser vota- 


8 De nuevo se trata de M. MenÉndez Pelayo, cit., vol. III, epílogo: «Dos siglos de 
incesante y sistemática labor para producir artificialmente la revolución, aquí donde nun¬ 
ca podía ser orgánica, han conseguido, no renovar el modo de ser nacional, sino viciarle, 
desconcertarle y pervertirle». 

79 La referencia, inevitable, es a J. COSTA, Oligarquía y caciquismo , Madrid, Hijos de 
M. G. Hernández, 1902. Véase J. Vallet de Goytisülo, Voluntarismo y formalismo en el 
derecho: Joaquín Costa, antípoda de Kelsen , Madrid, Real Academia de Ciencias Morales 
y Políticas, 1986. 

80 Véase G. Fernández de la Mora, La partitocracia , cit.; M. García Pelayo, El 
Estado de partidos , Madrid, Alianza Editorial, 1986. 
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das. De donde derivan «graves contradicciones»: oligarquización inter¬ 
na, crisis de independencia, depauperización de la clase política, eclipse 
del decoro político, expoliación del electorado, degradación ética de la 
sociedad, reduccionismo ético, instrumentalización del parlamentario, la 
paradoja del transfuguismo, devaluación (intelectual, política, fiscal y le¬ 
gislativa) de las cámaras, irresponsabilidad del Gobierno, politización de 
la Administración y fusión de poderes. 

Es cierto que un diagnóstico como el anterior no es igualmente per¬ 
tinente en todos los casos, pues la forma de gobierno, la de Estado e 
incluso el sistema electoral, en su combinación, debieran llevar a modular 
el juicio. Si lo ceñimos al parlamentarismo, que es la pieza vertebral de 
la democracia, consiste teóricamente en que la nación elige a los mejo¬ 
res para que, en representación suya, discutan públicamente, se iluminen 
con sus respectivas razones, se convenzan y elaboren por mayoría unas 
leyes de alcance general sin más limitación que el respeto a los derechos 
del hombre, que se entienden anteriores y superiores a cualquier otra 
norma 81 . 

SCHMITT demostró —se ha escrito agudamente— que ninguna de 
esas condiciones teóricas se cumple en las democracias modernas. En 
primer lugar, no es la nación la que elige, puesto que al estar dividida en 
clases, banderías ideológicas y (a veces) minorías étnicas o religiosas no 
integradas, son esas fracciones de la nación quienes eligen. Los elegidos 
no son además los que el pueblo considera los mejores, sino los que los 
partidos —porque suelen ser los más manejables por la oligarquía parti- 
tocrática— han puesto en cabeza de las listas. Consecuentemente, no se 
vota a una persona, sino a un partido, y los diputados no representan a la 
nación, sino al partido. A continuación, los parlamentarios no dialogan 
para convencerse porque la disciplina de grupo les obliga a votar como 
les haya ordenado su portavoz, incluso antes de que empiece el debate. 
De manera que los discursos son puras formalidades por las que nadie se 
puede dejar convencer y lo que se dice en la Cámara no es decisivo, pues 
los acuerdos fundamentales suelen adoptarse en los pasillos y, a veces, en 
la clandestinidad. Las leyes no siempre se elaboran por simple mayoría, 
pues los partidos que redactan la Constitución incluyen en ella materias 
de ley ordinaria y aun puntos de su programa que, al estar integrados en 
la Constitución, sólo pueden ser modificados por mayorías especiales, 


81 Cfr. G. Fernández DE la Mora, «La crisis del parlamentarismo», Revista de Dere¬ 
cho Público (Santiago de Chile), núm. 27 (1980), pp. 53-81, donde desarrolla críticamente 
todos los elementos apretadamente resumidos en el párrafo anterior. 
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incluso de dos tercios, con lo cual se incapacita a las futuras mayorías sim¬ 
ples. Este tipo de maniobras demuestra que el Parlamento constituyente 
no se fía de los que le van a suceder y les pone dificultades suplemen¬ 
tarias. Y las Cámaras consideran que es ley todo lo que ellas acuerdan, 
aunque no sea una norma de carácter general, sino incluso un privilegio, 
con lo cual dan rango jurídico superior a materias que son inferiores. En 
suma, la Constitución no es la ley de las leyes, sino el instrumento de cier¬ 
tos partidos, y el Parlamento no integra las contradicciones individuales 
en la unidad del Estado, sino que potencia un pluralismo de grandes 
bloques clasistas, ideológicos o étnicos que fragmentan al Estado 82 . 

Esta descarnada —concluye— descripción de SCHMITT no sólo no ha 
sido desmentida por los hechos posteriores, sino que ha sido subrayada y 
agravada por la evolución de la partitocracia. 


11. DE LA PARTITOCRACIA A LA TECNOCRACIA 

Uno de los más lúcidos y madrugadores estudiosos del fenómeno de 
la tecnocracia entre nosotros ya observaba cómo los regímenes autorita¬ 
rios ofrecen un amplio campo donde la acción tecnocrática puede desa¬ 
rrollarse con mayor eficacia: «El ejecutivo fuerte les facilita enormemente 
su acción. Sin embargo, ésta puede serles frenada por el contraste de la 
ideología tecnocrática con la ideología dominante o bien por la contra¬ 
dicción que, para ésta, pueda significar la primacía que la tecnocracia 
concede al desarrollo meramente económico. Incluso podría, tal vez, una 
dictadura que tratara de restaurar el tejido social y revitalizarlo, a través 
de los cuerpos sociales naturales básicos». Por desgracia, continuaba, 
«aunque [durante el último medio siglo] varios regímenes han podido 
efectuar esta obra, e incluso han afirmado realizarla, ninguno ha hecho 
sino falsearla, confundiendo un régimen verdaderamente orgánico con 
su contrario, es decir, con una representación parlamentaria dimanante 
de la Administración Pública, en una parte, y del dictador, en la otra» 83 . 

Sin embargo, las democracias de partidos políticos, frecuentemente 
partitocracias, no escapan mejor a este fenómeno: «La demagogia desa¬ 
rrollada con fines electorales, por una parte, incita al Estado democrático 


82 G. Fernández de la Mora, «Schmitt y la democracia», Razón Española (Madrid), 
núm. 4 (1984), pp. 452-469, a quien seguimos en todo el párrafo. 

83 J. VALLET DE GoytiSOLO, Más sobre temas de boy, Madrid, Speiro, 1979, p. 348. 
Su estudio canónico es Ideología, praxis y mito de la tecnocracia , Madrid, Escelicer, 1971. 
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a ofrecerse a sus ciudadanos para sustituirles, cada vez más, en sus res¬ 
ponsabilidades y prometiéndoles, así, un bienestar difundido. Este canje 
tiene como precio la masificación y como contrapartida empuja al Estado 
democrático a confiar las palancas de la Administración Pública a la tec¬ 
nocracia. Los medios de comunicación de masas, manipulados, permi¬ 
ten conducir muy democráticamente (es decir, con el refrendo de votos 
mayoritarios) hacia la aprobación y realización totales y absolutas de los 
planes tecnocráticos» 84 . No olvidemos que la igualdad, ideal democráti¬ 
co, facilita la homogeneización que conduce a la sociedad de masas y a 
dar realidad a la visión que proféticamente anticipó TOCQUEVILLE de un 
totalitarismo democrático. 

En la antítesis de las dictaduras tecnocráticas no se halla, pues, ni 
nada puede remediar, una democracia de masas: «La enfermedad radica 
sociológicamente en el binomio masificación-estatificación, alimentado 
por las utopías movidas por la demagogia, tanto de la oposición que 
aspira al poder como del partido o equipo gobernante que lucha por 
conservarlo. Los primeros remedios más imprescindibles no podrán ser 
sino religiosos y metafísicos: la recuperación de la conciencia de cuál 
es nuestro puesto en este mundo, de paso hacia la vida eterna, y en la 
realidad del orden de la naturaleza, en el que incidimos con nuestra li¬ 
bertad, pero sin escapar a las consecuencias dimanantes del uso que de 
ella hagamos» 85 . 

Así pues, en resumen, la tecnocracia es una ideología «que trata de 
desarrollar la producción y realizar el bienestar y la homogeneización 
social, conforme la idea que preside su concepción de la racionalización 
de la sociedad y de su economía», contemplada como un objeto-deseo y 
no como un puro objeto; que para tal fin realiza «una praxis basada en el 
análisis de la realidad —objetos y sujetos, que también cosifica— y que 
desarrolla mediante técnicas de manipulación de personas y cosas para 
articularlas mecánicamente», de acuerdo con el plan trazado según la 
idea predeterminada que tiene su objeto-deseo; y que esa acción condu¬ 
ce necesariamente al totalitarismo, ya que los órganos del Estado —cen¬ 
tralizados o distribuidos periféricamente— «necesitan dominar todos 
los resortes de la cultura, la economía y la política para poder imponer 
y realizar los planes de un modo eficaz, que es dirigido por tecnócratas, 
especialistas, unos, en la manipulación de la opinión y, otros, en la de 
las cosas y los hechos». A partir de estas tres primeras conclusiones, se 


84 J. Vallet DE GOYTISOLO, Más sobre temas de hoy , cit., p. 349. 

85 Ibid., pp. 24-25. 
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observa que desde la perspectiva científica actual, conforme a los úl¬ 
timos hallazgos de la física, «la estructuración tecnocrática se halla en 
plena contradicción con los criterios sociales que pueden deducirse de 
la visión cuántica del universo». Y es de constatar que «la eficacia es des¬ 
bordada por sus resultados que escapan al proyecto» en forma tal que 
imponen la conducta de quienes provocaron su producción y el autor 
queda condicionado por la obra: de ahí la aceleración de la historia que 
los tecnócratas tienden a compensar con su fe en el mito del progreso 
indefinido 86 . 

He ahí pues la ideología, la praxis y el mito de la tecnocracia apreta¬ 
damente resumidos. Y he ahí también la constatación de la compleja re¬ 
lación entre democracia de partidos y tecnocracia. En el contexto español 
de la dictadura del general FRANCO se podía ver, de un lado, como una 
alternativa a la democracia 87 ; al mismo tiempo, en un ámbito más general, 
podía servir como complemento del principio democrático. Si en nues¬ 
tros días ha vuelto a emerger se debe en gran medida al descrédito de los 
regímenes de partidos. También a las exigencias, aun encubiertas, de la 
que se ha dado en llamar gobernanza ™. No parece, sin embargo, que el 
gobierno de los técnicos se haya abierto paso, sino que más bien la oligar¬ 
quía partitocrática ha llamado en su auxilio (parcial) a otras oligarquías 
de apariencia técnica. El ámbito de las organizaciones supranacionales, 
en particular la Unión Europea, lo evidencia de modo privilegiado 89 . 
Pero podrían colacionarse algunos ejemplos en el terreno estatal a partir 
de la crisis, primero financiera y luego total, que nos ha sido dado cono¬ 
cer en los últimos años 90 . Es como si la autoridad se hubiera tomado una 
particular venganza de la democracia... 


86 J. VALLET DE GOYTISOLO, Ideología, praxis y mito de la tecnocracia , cit., pp. 123- 
124. 

87 Puede verse mi «Tecnocracia como gobierno. Reflexiones sobre la teoría y la pra¬ 
xis en la España contemporánea», Verbo (Madrid), núms. 517-518 (2013), pp. 647 y ss., 
o en M. AYUSO (ed.), Política católica e ideologías. Monarquía, tecnocracia y democracias , 
Madrid, Itinerarios, 2015. Así como D. CASTELLANO, «Un empeño generoso para una 
imposible neutralidad política. A los diez años de la muerte de Gonzalo Fernández de la 
Mora», Verbo (Madrid), núms. 501-502 (2012), pp. 7 y ss. 

88 Cfr. mi libro, ya citado, El Estado en su laberinto , pp. 101 y ss. 

89 M. AYUSO, ¿Ocaso o eclipse del Estado?, cit., pp. 79 y ss. 

90 Véase también mi «La crisis. Una aproximación interdisciplinar», Verbo (Madrid), 
núms. 543-544 (2016), pp. 207-225. ¿Cómo entender el desembarco de MONTI en la pre¬ 
sidencia del Consejo de Ministros de Italia? Le quedaba demasiado tiempo al vencedor de 
las elecciones, BERLUSCONL En España, en cambio, RODRÍGUEZ ZAPATERO estaba al final 
de su mandato y no era precisa intervención quirúrgica alguna. Era más sencillo esperar. 
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12. DE LA TECNOCRACIA A LA DEMOCRACIA 
DELIBERATIVA 

Por ahí va a aparecer la democracia apodada deliberativa, que a la lar¬ 
ga va a fragmentar y desleír la (pseudo)autoridad, reforzando por tanto el 
proceso de descomposición de la representación. 

Se trata ejemplarmente de la teoría de la acción comunicativa de 
HABERMAS, que tantos puntos oscuros tiene. Tanto en sus presupuestos 
doctrinales como en su desembocadura práctica. Uno de sus críticos ha 
escrito que «desde la filosofía que la informa a los procedimientos de los 
que dice valerse, pasando por los momentos históricos y las instancias 
institucionales en las que se sostiene, todos los defectos giran circular¬ 
mente sobre el concepto de acción comunicativa» 91 . 

Aquí nos interesan sobre todo los aspectos que tocan al Estado cons¬ 
titucional y su reflejo en la teoría democrática. Lo que HABERMAS valora 
del primero es su capacidad para generar consenso mediante procedi¬ 
mientos. Pondera, pues, el utilitarismo político con un argumento filosó¬ 
fico pragmático: «Interesa que un conflicto se resuelva en consenso, cual¬ 
quiera sea éste siempre que se llegue a él democráticamente, es decir, de 
modo participativo y privilegiando la comunicación y la deliberación de 
los protagonistas; interesa cómo se resuelve, no qué se resuelve» 92 . Asu¬ 
me, además, que todo consenso es naturalmente precario y contingente, 
que no puede nunca ser definitivo —lo que chocaría con el (supuesto) 
derecho a la autolegislación que, según HABERMAS, corresponde a cada 
generación— y que, al contrario, incita a otro conflicto que demandará 
de un nuevo consenso 93 . 

Esto en teoría, pues en la práctica resulta muy diferente: «La política 
de consenso democrático debería ser un proceso de suma cero, aunque 
en concreto el resultado sea positivo para algunos intereses. Así, los de- 


91 J. F. Segovia, «De la democracia representativa a la democracia deliberativa», 
Verbo (Madrid), núms. 465-466 (2008), p. 482. Se debe al propio autor una monografía 
extraordinaria, Habermas y la utopía tardomoderna, Madrid, Marcial Pons, 2008. En lo que 
sigue nos basamos en sus observaciones. 

92 J. F. SEGOVIA, «De la democracia representativa a la democracia deliberativa», 
loe. cit., p. 482. 

95 Ibid., p. 483. Sin referencia en concreto a HABERMAS, sino a toda la política mo¬ 
derna, se ha observado que no consiste sino en la ínstitucionalización del conflicto o del 
principio de la guerra: cfr. D. CASTELLANO, L'ordine político-giuridico «modulare» del per¬ 
sonalismo contemporáneo , Napoli, Edizioni Scientifiche Italiane, 2007, pp. 14-15. 
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rechos de los homosexuales triunfan frente a los de la familia natural; el 
derecho al propio cuerpo de las mujeres a favor del aborto vence al de¬ 
recho a la vida del ser por nacer; las grandes empresas que se acomodan 
a la dimensión global triunfan en detrimento de las pequeñas, lo mismo 
que los intereses económicos supranacionales lo hacen en perjuicio de 
los nacionales; y los privilegios de la corporación de los políticos pro¬ 
fesionales salen exitosos ante los derechos de los ciudadanos, etc. Por 
otro lado, es así porque la democracia supone fluidez y variación, es el 
régimen que permite y legitima todo cambio, lo que muestra la falacia 
de un juego democrático de suma cero: siempre hay alguien que gana 
y alguien que pierde en las sutiles telarañas del consenso democrático. 
No se trata, entonces, como sugiere HáBERMAS, de un proceso delibera¬ 
tivo que genera consenso tras consenso, sino de decisiones consensua¬ 
das que aparecen veladas como no-decisiones en nombre de la política 
deliberativa» 94 . 

Parece claro, pues, que la democracia deliberativa sería doblemente 
ideológica, por el sustantivo y por el adjetivo, no sólo en cuanto democra¬ 
cia, sino también por deliberativa. Y que se ha convertido en el modelo 
normativo y en el desarrollo empírico de las democracias existentes, como 
paradigma de conversión de las transformaciones modernas en unas re¬ 
novadas democracias postmodernas en las que se continúa el discurso 
filosófico político de la modernidad y como prototipo ético-político de la 
liberación del poder discursivo de la autonomía personal y comunitaria, 
síntesis dialéctica de los derechos liberales y la soberanía popular de raíz 
republicana. Las aporías, irresueltas, derivan de la capacidad de la demo¬ 
cracia deliberativa para reconciliar el Estado social de derecho con las 
demandas de la sociedad cosmopolita y la ciudadanía global. Por donde 
ha de concluirse que las pretensiones de HABERMAS no pasan de ser una 
utopía con rastros pragmáticos que acaban en un utilitarismo democráti¬ 
co autosatisfecho 95 . 


13. HACIA LA DEMOCRACIA DECLAMADA 

Y es que a las tensiones que el pensamiento moderno sufre desde sus 
orígenes, nuestros tiempos postmodemos —sin haberlas logrado conci¬ 
liar— han añadido nuevas que han venido a agravar lo situación. 


94 J. F. SEGO VIA, «De la democracia representativa a la democracia deliberativa», 
loe. cit., p. 483. 

95 J. F. SEGO Vi A, Habermas y la democracia deliberativa, cit. 
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Un viejo maestro explicaba mediado el siglo pasado que la quiebra 
del liberalismo, como contraposición de lo abstracto de su visión del 
hombre frente a las exigencias concretas de la existencia humana, está 
patente en la tensión que preside el ritmo de las formas liberales con la 
sucesión de los intentos democráticos en el seno de la Europa hija de 
la Revolución francesa. Porque el ideario abstracto del siglo XVIII no 
pudo borrar del todo el peso de la historia, conduciendo inexorable¬ 
mente al antagonismo entre la libertad y la igualdad: el pensamiento 
revolucionario implicaba, de creer a quienes lo formularon, un prin¬ 
cipio de libertad para los individuos componentes del cuerpo social, 
de una parte, y de otra el gobierno, formado siguiendo la voluntad de 
las mayorías 96 . En la Declaración de derechos de 1789 estaban reco¬ 
gidos ambos aspectos. En el art. 2 se establecía que «le but de toute 
association politique est la conservation des droits naturels et impres¬ 
criptibles de IHomme. Ces droits sont la liberté, la propriété ’ la süreté ’ 
et la résistance a l'oppression». Al paso que en el art. 6 se determinaba 
que «la Lo i est V expression de la volonté gén érale. Tous les Cit oyens 
ont droit de concourir personnellement, ou par leurs Représentants, d 
sa formation». 

Si en el primero residía el principio de la libertad individual, el se¬ 
gundo recogía el principio de la soberanía popular o nacional, y ambos 
se hallan mezclados en el contenido de la temática filosófica y política de 
la revolución: «No obstante estar allá mezclados, se contradicen pode¬ 
rosamente, en evidente tensión lógica. Porque aquél trata de proteger al 
individuo contra los posibles abusos de la mayoría, mientras éste procura 
edificar una mayoría sin frenos. El art. 2 mira al ciudadano singular y el 
art. 6 a la mayoría numérica. La libertad mantenida en el art. 2 supone 
una barrera protectora; la mayoría teorizada en el art. 6 es capaz de des¬ 
bordar por definición toda suerte de barreras. Son cosas diametralmente 
opuestas por más que se las mezcle a pocos renglones dentro de la misma 
pomposa Declaración de derechos del hombre abstracto revolucionario. 
La causa histórica de que las Declaraciones acojan en su seno posicio¬ 
nes tan contrarias está en la doble paternidad de la ideología liberal, de 
un lado desbordada de absolutos políticos lindantes con la mística, en 
la concepción rousseauniana, de mayoría que legisla; de otro atenido al 
mecanismo para procurar contenerla en sus linderos. La primera tenden- 


96 E Elías de Tejada, «Construcción de la paz y asociaciones intermedias», en 
Aa. Vv., Derecho y paz , Madrid, Sociedad Española de Filosofía Jurídica y Social, 1968, 
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cia rousseauniana reclamaba la paternidad espiritual en el pensamiento 
abstracto de la Enciclopedia; la segunda era el resultado del equilibrio 
de frenos y contrapesos observado por MONTESQUIEU en Inglaterra y 
desde la realidad inglesa constituido por él para teoría de validez univer¬ 
sal [...]. Las dos paternidades dieron nacimiento al híbrido contradicto¬ 
rio de 1789» 97 . 

He ahí las dos tendencias del liberalismo burgués y la democracia 
igualitaria, a que antes se ha hecho referencia, y que van a coexistir en 
equilibrio siempre inestable. ¿Y en nuestros días? ¿Siguen aún presen¬ 
tes? A esas contradicciones de origen se han añadido hoy otras que las 
recubren, en una situación más compleja aún. 

Para empezar, se ha hecho más evidente, pues el hecho no es nuevo, 
la desafección del pueblo respecto del Estado democrático. Para el bi- 
centenario de la Revolución francesa se habló, con cierta intención pro¬ 
vocadora, pero no sin registrar movimientos sociales, «del pueblo contra 
la democracia» 98 . Y después la oleada del populismo o, mejor, de los 
populismos, cuyo único elemento común es el desapego de ciertas formas 
de democracia, ya que no de la ideología en que se basa. Por eso se ha 
podido decir que recoge muchas teorías políticas modernas, con todos 
sus errores; que parece contener una denuncia contra los mismos, pero 
no logra encontrar el camino de la política, la vía para la superación de 
sus contradicciones y sus peligros. La fascinación que ejercitan las di¬ 
versas formas de populismo y los distintos regímenes que «alimentan», 
tanto en Europa como en América, evidencian la exigencia de volver a 
descubrir la política como ciencia (ética) y arte del bien común 99 . Y eso 
es lo único que no se intenta. Porque se da contemporáneamente otro 
proceso no menos relevante, cual es el de «los derechos del hombre con¬ 
tra el pueblo» 100 . Es claro que el individualismo que la religión secular 
de los derechos del hombre expresa, resulta incompatible no sólo con la 
concepción clásica del pueblo, sino también con la moderna sobre la que 
se basa la democracia moderna. Hoy, en efecto, son las minorías de todo 


97 Ibid., pp. 83-84. 

98 Cfr. G. Hermet, Le peuple conte la démocratie , París, Fayard, 1989. En el fondo, 
aunque resulte una paradoja, se trata de una verdadera reacción, porque es la democracia 
la que ha sido un agente contra el pueblo. 

99 D. CASTELLANO, «Pueblo, populismo y política», Verbo (Madrid), núms. 549-550 
(2016), pp. 925-936, 936, o en el volumen de M. ÁYUSO (ed.), Pueblo y populismo. Los 
desafíos políticos contemporáneos , Madrid, Itinerarios, 2017, p. 240. 

100 Cfr. J.-L. HaroüEL, Les droits de l’homme contre le peuple , París, Desclée de 
Brouwer, 2016. 
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tipo a cuya protección se consagran los derechos del hombre, convirtién¬ 
dose en arma de destrucción de nuestras sociedades 101 . 


14. CONCLUSIÓN 

Una serie de signos que ha llevado a algún autor a hablar del «invier¬ 
no de la democracia» 102 . Se ha observado, primeramente, que el cariz 
populista ha alcanzado también a los líderes de los países europeos y de 
los Estados Unidos. A continuación, se ha destacado también el creciente 
predominio de la llamada «gobernanza» sobre la política en la actuación 
de los gobiernos, cada vez más centrados en la gestión que en las ideas. 
En tercer lugar, no ha podido dejar de señalarse el atasco institucional y 
la grave crisis interna de la Unión Europea, que se aleja paulatinamente 
del sentir de los ciudadanos, dejando al aire sus muchas vergüenzas. Tam¬ 
bién ha sido objeto de análisis el agotamiento del Estado del bienestar y, 
finalmente, que el lenguaje de la «corrección política» implica una «pro¬ 
hibición de preguntar» adecuada al nuevo totalitarismo, el del «america¬ 
nismo» radicalizado por el conformismo ambiental 103 . 

Cada uno de los elementos del anterior diagnóstico exigiría un análi¬ 
sis diferenciado. En lo anterior ya ha quedado anotado. En lo que toca al 
populismo y su difusión mundial, no toma del pueblo en general más que 
el nombre y la excusa. Pero, claro está, es un síntoma. La «gobernanza», 
también evocada, no implica la recuperación del gobierno tanto como el 
desgobierno de una globalización que más que regir la economía se entre¬ 
ga al economicismo desregulado. La Unión Europea y, en buena medida, 
el supranacionalismo campante, agrava más que resuelve los problemas 
de orden político para cuya resolución nació. El Estado del bienestar de 
la socialdemocracia decadente es el efecto de un largo proceso de deca- 


101 Desde sus comienzos la literatura crítica de los derechos humanos como ideología 
racionalista y revolucionaria observó este fenómeno, que en todo caso resulta más grave 
en sus concreciones contemporáneas. Véase, por ejemplo, M. AYUSO, La cabeza de la Gor- 
gona. De la hybris del poder al totalitarismo moderno , Buenos Aires, Nueva Hispanidad, 
2001, cap. IV; D. Castellano, Racionalismo y derechos humanos. Sobre la anti-filosofía 
político-jurídica de la modernidad , Madrid, Marcial Pons, 2004. 

102 G. Hermet, Dhiver de la démocratie , París, Armand Collin, 2007. 

m Todos esos niveles de análisis han sido anotados, cuando no examinados, en mis 
libros, todos citados, ¿Después del Leviathan?, ¿Ocaso o eclipse del Estado? y El Estado en 
su laberinto. Para el asunto de la corrección política, que no es de progenie marxista, como 
a veces se sugiere, sino liberal, véase Th. MOLNAR, «Political correctness», Verbo (Madrid), 
núms. 327-328 (1994), pp. 795 y ss. 
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dencia intelectual e institucional, pero las reacciones apodadas de neoli¬ 
berales o hacen de la necesidad virtud o están aún más desnortadas en 
sus presupuestos y objetivos. Que se haya hablado de cambio de régimen 
no es frívolo. Podrá no advertirse, porque los procesos (incluso en los 
tiempos de la aceleración de la historia) no se advierten siempre con ra¬ 
pidez y precisión. Y llevan su tiempo. De manera que, a veces, las viejas 
formas subsisten cuando su alma (en este su subrogado) hace tiempo que 
ha muerto. O se ha metamorfoseado... 

¿Y el derecho público? Igual que al inicio distinguíamos dos demo¬ 
cracias, aunque en el decurso de estas páginas nos hemos concentrado 
mayormente en una de ellas, la moderna, hay que diferenciar también dos 
derechos públicos. 

La divisoria de aguas entre los dos derechos reside en que, para la 
concepción clásica, el derecho es primera y esencialmente una obligatio 
inris , caracterizada sea por el «deber» (lo que los clásicos llamaron pro¬ 
piamente officium ), sea por la necesidad de cumplirlo (lo que los clásicos 
también consideraron como necessarium). No es, pues, el poder, aunque 
sea soberano (del Estado o del pueblo poco importa), la fuente del de¬ 
recho. No es tampoco la convención hecha efectiva la que constituye los 
derechos. No es el solo «reconocimiento», ni siquiera cuando es interna¬ 
cional, el que crea el derecho 104 . 

Ambos derechos públicos son reflejo de sendas filosofías políticas, o 
mejor, de una filosofía de la política y de una ideología (pseudo)política. 
Habría, así, que reconstruir el saber político —que es filosófico, esto es 
teorético— a partir de la recta inteligencia del ser de la política, su esencia, 
que es el bien común. Si la filosofía de la política es la inteligencia del bien 
común importa poner en relación los dos miembros de cada expresión. 
«Inteligencia» se corresponde con filosofía en tanto indagación teorética 
de la esencia (naturaleza) que llamamos política y, en contraste, lleva con¬ 
sigo el rechazo de la mera razón (moderna) que funda la ciencia, las teorías 
y las doctrinas políticas (modernas). La política, en cambio, dice del «bien 
común», que es su esencia, de donde la filosofía política es inteligencia del 
bien común y la política, la prudente consecución del bien común 105 . 


104 D. CASTELLANO, «El derecho y los derechos en las Constituciones y Declaraciones 
contemporáneas», Verbo (Madrid), núms. 533-534 (2015), p. 318. 

105 J. F. Segovia, «La filosofía política de Dando Castellano o la inteligencia del bien 
común», Verbo (Madrid), núms. 537-538 (2015), p. 628, o en M. AYUSO (ed.), La inteligen - 
cía de la política. Un primer homenaje hispánico a Danilo Castellano , Madrid, Itinerarios, 
2015, p. 70. 
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